SRA. PRESIDENTA DEL EXCMO. CABILDO INSULAR DE LA PALMA.

D................................................................ , mayor de edad, provisto de D.N.I. nº. ...........................................vecino de....................................., con domicilio en........................................................., y nº de teléfono...................................,

EXPONE

PRIMERO.- Que mediante acuerdo del Pleno de este Excmo. Cabildo Insular, adoptado en sesión extraordinaria celebrada el día 29 de julio de 2009, se aprobó inicialmente el Plan Insular de Ordenación de La Palma, y se sometió el correspondiente expediente al trámite de información pública durante el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de su publicación, en el BOC nº 157 de 13 de agosto de 2009.
SEGUNDO.- Que se encuentra dentro del plazo correspondiente para la presentación de alegaciones, haciendo uso del derecho que otorga la legislación vigente a presentar alegaciones a cualquier ciudadano, bien sea residente o comunitario “C.E.E”, (ya que gran parte de la financiación de dicha infraestructura es con fondos europeos) y conforme a lo anterior, viene a interponer las siguientes:
ALEGACIONES

PRIMERA.- Previsión de la Infraestructura Viaria de interés regional LP-3 Santa Cruz de la Palma – Puerto de Tazacorte en el Plan Insular de Ordenación de la isla de La Palma (PIOLP).

En el documento del Plan Insular de Ordenación de la isla de La Palma aprobado inicialmente y sometido a información pública (en lo sucesivo, PIOLP), se recoge el trazado de la infraestructura viaria LP-3 Santa Cruz de la Palma – Puerto de Tazacorte, no siendo éste el instrumento de ordenación el que deba recoger esta actuación, dada la inexistencia de un Plan Territorial Especial de Carreteras o un Proyecto aprobado definitivamente que proporcionen cobertura legal suficiente a la inclusión de tal infraestructura en el actual PIOLP. Incumpliendo así, el Principio de Especialidad en cuanto a la competencia de los Planes Territoriales Especiales de Carreteras (Directriz de Ordenación del Territorio nº 97 apdo. 1º, 2º y 5º , aprobada por la  Ley 19/2003, de 14 de abril, por la que se aprueban las Directrices de Ordenación General y las Directrices de Ordenación del Turismo de Canarias).

Lo expuesto contradice el contenido del documento del propio PIOLP, además de otros aspectos derivados de su planificación, y que se recogen en las Normas del Plan Insular en los artículos que se relacionan a continuación: art. 90 - el apdo. 3º, art. 5, art. 104 - apdo. 5, art. 108 - apdo.1. Estas contradicciones generan inseguridad jurídica, ya que son Normas de Aplicación Directa (NAD) determinadas por el PIOLP, contradiciéndose entre sí y la legislación aplicable.
  
Resulta curioso que el PIOLP contemple y respete el Principio de Especialidad mencionado, por ejemplo, en la Disposición Adicional Primera de las Normas, cuando, de acuerdo con las previsiones de la Disposición Adicional Primera de la Ley 19/2003 de 14 de abril, por la que se aprueban las Directrices de Ordenación General y del Turismo de Canarias, remite la actividad turística de la isla al P.T.E. de Ordenación Turística de la Palma, cuya vigencia es mantenida por el propio PIOLP, y no haga lo mismo con las infraestructuras viarias, de carácter estructurante como es la LP3.
El PIOLP, tambien se incumple el Principio de Jerarquía Normativa, ya que contraviene lo establecido en la Ley 9/91, de 8 de mayo de Carreteras de Canarias, en su art. 10, art. 14 y art. 16 apdo. 1º, párrafo 2º, según lo que recoge  el art. 9.3º de la Constitución Española, dando lugar a un supuesto de nulidad en lo referente al Sistema de Infraestructuras Viarias, según lo previsto en el art. 62.2º de la Ley 30/92 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común.
SEGUNDA.- La obligación de Motivación de los actos administrativos.

El PIOLP omite lo dispuesto en el art. 54 de la ya mencionada Ley 30/92 de 26 de noviembre, en cuyos apartados 1.a) y 1.f), así como el art. 3.1º del Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por el RDL 2/2008, de 20 de junio. Esto daría lugar a otro supuesto de nulidad, conforme a lo previsto en el anteriormente citado art. 62.2º de la Ley 30/92 de 26 de noviembre, en cuanto al Sistema de Infraestructuras Viarias se refiere.
TERCERA.- Ausencia de los Informes técnicos y jurídicos preceptivos emitidos por los servicios administrativos de la Administración Pública actuante.

El PIOLP contradice el art. 29.1º del Decreto 55/2006 de 9 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento de los instrumentos de Ordenación del Sistema de Planeamiento de Canarias, así como el art. 16.2º de la Ley de Carreteras de Canarias y el art. 34 del Decreto 131/1995, de 11 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Carreteras de Canarias.

La ausencia de tales informes dará lugar a un supuesto de nulidad del documento del PIOLP aprobado inicialmente, ya que se omite la solicitud de informes preceptivos, cuyo contenido es vinculante, dando lugar a una infracción del ordenamiento jurídico, según lo establecido en el art. 62.1º -e) de la Ley 30/92 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común.

CUARTA.- Responsabilidad Patrimonial por mal funcionamiento de la Administración Pública .

El PIOLP incumple el apdo. 2º del art. 29 del Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por el RDL 2/2008, de 20 de junio, según lo que recoge el  apdo. 1º y 2º del art. 14 y lo establecido en el art. 20 de la Ley de Carreteras de Canarias 9 /1991 de 8 de mayo, citada anteriormente así como el documento de Evaluación de Impacto Ambiental conforme a la Ley 11/1990, de 13 de julio.

Teniendo en cuenta el art. 108 de las Normas del PIOLP, que tiene rango de Norma de Aplicación Directa (NAD), a pesar de lo que recoge el apdo. 2º de este mismo artículo, se infringe la legislación canaria en materia de Carreteras. Además lo anterior nos llevaría a tener en cuenta el art. 31.1º d) del Real Decreto 685/1982 de 17 de marzo, que desarrolla determinados aspectos de la Ley de 25 de marzo de 1981, reguladora del Mercado Hipotecario, puesto que no se ha respetado el procedimiento establecido en la legislación para ello, conforme al art. 139 de la Ley 30/92 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común. 
QUINTA.- Inclusión de cargas y obligaciones no previstas en la legislación de carreteras de Canarias, e infracción de la misma.

En el apdo. 2º del art. 106 de las Normas del PIOLP, que tiene rango de Norma de Aplicación Directa (NAD), supone una infracción de la legislación canaria en materia de Carreteras, puesto que la Ley de Carreteras de Canarias no prevé las franjas de protección que recoge el Plan Insular, es el Decreto 131/1995, de 11 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Carreteras de Canarias, en su art. 58.1º (y la Ley de Carreteras en su art. 30) la posibilidad de que el Gobierno de Canarias  fije los criterios en materia de carretera en cuanto a las dimensiones de las zonas de servidumbre y afección definidas en la Ley 9/1991, de Carreteras de Canarias, así como en dicho Reglamento, y establece igualmente, unos máximos y mínimos, no siendo competencia, en este caso, del PIOLP en sus Normas, las cuales infringen además el 2º párrafo del apdo. 1º y 5º del art. 16 de la Ley de Carreteras.

Con lo expuesto se da lugar a otro supuesto más de infracción por parte del PIOLP del Principio de Jerarquía Normativa y del Principio de Legalidad, recogidos ambos en el art. 9.3º de la Constitución Española, por lo que habría que suprimir de inmediato tales disposiciones.

SEXTA.- Aprovechamiento  y mejora de las infraestructuras viarias existentes. Rechazo a la ejecución del nuevo sistema viario LP – 3 Santa Cruz de la Palma – Puerto de Tazacorte.

Es de vital relevancia y a tener en cuenta en este caso, lo establecido en la ya mencionada Directriz de Ordenación del Territorio nº 97, aprobada por la Ley 19/2003 de 14 de abril, en su apdo. 3º y el apdo. 3.5.1 y 3.5.3. dedicado a las “Infraestructuras” y “Red Viaria” respectivamente, dentro del Capítulo III de la Memoria de las Directrices de Ordenación que figura como Anexo a éstas. En el mismo sentido, el art. 2 del Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por el RDL 2/2008, de 20 de junio y lo que establece en su apdo. 1º y 2º.


Todo lo que recoge la legislación relacionada en el párrafo anterior va en contra de la propuesta de nuevo trazado del eje viario central de la isla de la Palma, a través de la infraestructura viaria LP – 3, tal y como recoge el PIOLP, máxime teniendo en cuenta los datos del ISTAC para el año 2019 en referencia a la isla de La Palma.
La patente oposición que tuvo lugar en la isla durante el período de información pública de los documentos de aprobación inicial de los planes generales de ordenación de los municipios de El Paso y Breña Alta, en el año 2006, (que incluían el trazado de Infraestructuras Viarias que no gozaban de legitimidad jurídica en cuanto a la obligación de dichos municipios a recogerlas, según el  art. 16 de la Ley de Carreteras de Canarias, y que ahora reproduce Excmo. Cabildo Insular, en el PIOLP llamándola “LP – 3 Santa Cruz de la Palma – Puerto de Tazacorte”), la Plataforma Ciudadana La Palma, presentó sugerencias en este sentido y realizo propuestas alternativas durante el trámite de información pública del documento de Avance de este PIOLP, que constan en el cuadro de determinaciones finales a incorporar a la propuesta de plan que figura en la página 48 y ss de su Memoria Ambiental.

No obstante, en el expediente administrativo de la tramitación del PIOLP, solamente consta Informe Técnico valorativo al respecto, faltando por tanto el Informe Jurídico valorativo, lo que contradice el art. 28.2º del varias veces citado Decreto 55/2006 de 9 de mayo, constituyendo este hecho otro supuesto más de nulidad de las actuaciones, así como su obligada retroacción al momento en que la misma ha tenido lugar. 

SÉPTIMA.- Cumplimiento defectuoso del trámite de información pública.

La documentación cartográfica (planos) expuesta en las dependencias de este Excmo. Cabildo Insular durante la primera mitad del trámite de información pública de la aprobación inicial del PIOLP,  incumple con lo establecido en el art. 5.3º-a) y el art. 36 del Decreto 55/2006, de 9 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento de los instrumentos de ordenación del sistema de planeamiento de Canarias establece que el cumplimiento “defectuoso” del trámite de información pública cuando el defecto implique indefensión o impida alcanzar los fines previstos con el mismo, podrá suponer la anulabilidad de los actos resolutorios posteriores, lo que se confirma en el art. 63.2º de la Ley 30/92 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, lo que implica la retroacción de las actuaciones al momento en el que tuvo lugar el defecto.


Por todo lo anteriormente expuesto:

SOLICITO
Que tenga por interpuesto este Escrito de Alegaciones,  y que, de acuerdo a los razonamientos jurídicos y preceptos legales citados en el mismo, así como con la condición de Presidente del Organismo competente para la formulación y tramitación del PIOLP, según lo previsto en el apdo. 1º del art. 20 del D.L. 1/2.0000 de 8 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio y de Espacios Naturales Protegidos de Canarias, y conforme a lo previsto en el apdo. 2º del art. 28 del Decreto 55/2006, de 9 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Procedimientos de los instrumentos de ordenación del sistema de planeamiento de Canarias:

1. Retire el trazado previsto para la Infraestructura Viaria (LP-3) de la documentación del Plan Insular de Ordenación de la Isla de La Palma, y remita  las previsiones para las infraestructuras viarias al correspondiente instrumento de ordenación de carácter especial o plan territorial especial.
 2. Lleve a cabo todas las modificaciones necesarias en los documentos (planos y textos) del PIOLP conforme a las advertencias contenidas en el presente escrito, para evitar vicios de nulidad del mismo.

3. Retrotraiga las actuaciones al momento en que tuvieron lugar los defectos sobre los que se ha advertido en este escrito, que dan lugar a la anulabilidad del documento y lleve a cabo las medidas correspondientes para poder subsanarlos.

4. Reconsidere el modelo territorial contenido en el Plan Insular de Ordenación de la Palma, y proceda a la modificación, nueva publicación y sometimiento a información pública del mismo, puesto que la retirada del mencionado trazado supone una alteración de un elemento de la ordenación estructural, tal y como disponen el art. 46.1 c) del Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y de Espacios Naturales de Canarias, y el art. 56.1 e) del Decreto 55/2006, de 9 de mayo, así como la modificación del Informe de Sostenibilidad y propuesta de corrección de la Memoria Ambiental, ya que así lo exige el art. 28.2º del varias veces citado Decreto 55/2006 de 9 de mayo.

5. Dé respuesta razonada  a las alegaciones contenidas en este escrito, de acuerdo con los cauces legales previstos para ello.

Lugar ……………………………, 

Fecha  ……de……………………….2009

Firma…………………………………………………………………
